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 0. INTRODUCCIÓN
· El primer teorema del bienestar constituye probablemente una de las aportaciones más relevantes que ha ofrecido la ciencia económica. El teorema señala que, si un mercado funciona de forma competitiva y no presenta ningún tipo de imperfección, la asignación de mercado de dicho equilibrio será Pareto eficiente, por lo que no habrá posibilidades de mejorar la situación de un individuo sin empeorar la de otro.
· Las implicaciones de política económica de este teorema son evidentes: el Gobierno debe limitarse a una política de laissez faire, esto es, una liberalización en la que se elimine toda intervención que genere barreras regulatorias. Si acaso, intervendrá para corregir los fallos de mercado. Pero no más, ya que un exceso de intervencionismo podría dañar gravemente la asignación eficiente de los recursos.

· España es un ejemplo inmejorable de lo anterior:

El elevado proteccionismo e intervencionismo de la posguerra sumieron a la economía española en 2 décadas de escaso crecimiento económico.

Las liberalizaciones que se inician gradualmente a finales de los 50 para introducir competencia han permitido una transformación extraordinaria de la estructura productiva española, dando lugar a una economía más moderna, próspera, avanzada y competitiva.

· Los beneficios en la sociedad de una mayor competencia están bien documentados en la literatura económica:

a. Sobre la economía en general: i) mejor asignación de recursos; ii) mayor transparencia;         iii) mayor innovación; iv) mayor comercio; v) menor inflación.

b. Sobre las empresas: i) reducción de los costes de entrada y de salida; y ii) reducción de costes de las empresas que utilizan servicios como inputs (lo que aumenta su competitividad).

c. Sobre los consumidores: i) reducción de precios; y ii) mayor calidad y variedad (como alternativa de las empresas a la reducción del precio).

· Las políticas de liberalización en España para introducir la competencia en los mercados tienen su origen en el Plan de Estabilización de 1959.

Se trató, en principio, de una liberalización en gran medida exterior.

· En las décadas posteriores, la liberalización se extenderá a los mercados de factores (trabajo y capital).

· Ya en los 90 llegará el momento de culminación de muchas reformas anteriores (p.ej. capitales), así como del inicio de una nueva oleada de liberalización centrada en las industrias de red sobre la base de la Nueva Teoría de la Organización Industrial (especialmente, la teoría de los mercados impugnables de Baumol).
· Características comunes a estos procesos de liberalización:

1. Todos vienen, en mayor o menor medida, auspiciados desde el exterior.

2. Gran rapidez con que se han ido sucediendo.
· No obstante, la liberalización es condición necesaria pero no suficiente para que se dé competencia en los mercados. De ahí que la política de liberalización deba acompañarse de una política de promoción y defensa de la competencia.
· Esquema: 
	1. Liberalización del sector exterior
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 1. LIBERALIZACIÓN DEL SECTOR EXTERIOR
 1.1. Liberalización de la cuenta de bienes y servicios
Plan de Estabilización de 1959
· Como hemos comentado, los orígenes del proceso de liberalización de la economía española se remontan al Plan de Estabilización de 1959.

· Justificación. Al finalizar los años 50 se constataba que no era posible para la economía española llevar a cabo un proceso de crecimiento sostenido en condiciones de aislamiento. La liberalización de los intercambios exteriores resultaba crucial, con el fin de permitir la importación de energía barata y de bienes de equipo que incorporasen los últimos avances tecnológicos.

Además, la política económica del bienio preestabilizador (1957-1958) no pudo evitar que la crisis de la balanza de pagos se agudizara: a finales de 1958, las reservas exteriores se agotaban, y la interrupción del suministro de materias primas y de gasolina estuvo muy cerca.

En este contexto, es necesario tomar medidas. Los informes redactados por el FMI y la OECE fruto de sus misiones permiten ultimar un Memorando que se acabaría plasmando en el Decreto-Ley sobre Ordenación Económica del 21 de julio de 1959, más conocido como Plan de Estabilización.

· Objetivos. El Plan de Estabilización persiguió 2 objetivos principales:

1. Equilibrio interno: estabilidad de precios.

2. Equilibrio externo: equilibrio de balanza de pagos.

· Ambos objetivos se buscan simultáneamente, aunque el equilibrio interno resulta una condición necesaria para el equilibrio externo.

· Medidas de liberalización de la cuenta comercial:
1. Unificación de los tipos de cambio existentes, estableciendo una nueva paridad de 60 ptas/$ (lo que suponía el reconocimiento oficial del tipo de cambio vigente en el mercado libre).

2. Liberalización de las importaciones de algunos productos (p.ej. productos siderúrgicos para no estrangular la industrialización), que en total representaban el 55% de nuestras importaciones con la OECE.

· Efectos en relación al objetivo externo: el año 1960 concluye con un superávit en la balanza comercial y de servicios de 400 M$.

No obstante, en palabras de Fuentes Quintana, las medidas de liberalización fueron perdiendo vigor “conforme los números rojos se fueron convirtiendo en negros”.

Así, por ejemplo, en 1960 se introdujo un arancel con carácter ultraprotector (tipo medio del 25%)
.

Acuerdo Preferencial España-CEE de 1970
· El Acuerdo Preferencial regirá las relaciones comerciales de España con la CEE durante 15 años, y consistió en una rebaja mutua de aranceles.
· Balance. El consenso generalizado es que el Acuerdo fue positivo para España.

En efecto, nuestras concesiones fueron relativamente limitadas, afectando poco a productos importantes (como el automóvil).

Por otro lado, las exportaciones aumentaron a un fuerte ritmo
.  
Tratado de Adhesión de 1986

· Con la adhesión a la CEE, España asume de inmediato todo el acervo comunitario en lo relativo a la política comercial, con la excepción de los períodos transitorios acordados para ciertos aspectos.
Acta Única Europea de 1986

· El Acta Única Europea de 1986 estableció un plazo límite (31 de enero de 1992) para la consecución del mercado interior comunitario.

· Como resultado, España deberá realizar un doble esfuerzo de adaptación durante el período 1986-1992: el derivado de los compromisos del Tratado de Adhesión y el derivado de los compromisos del Acta Única.

Se trató, por lo tanto, de un período de profunda transformación.

 1.2. Liberalización de la cuenta financiera
Inversión extranjera en España

(ver tema 26-A, “2.1. Evolución”)
Inversión española en el exterior
(ver tema 26-A, “3.1. Evolución”)
 2. LIBERALIZACIÓN DEL COMERCIO INTERIOR
(tema 14-A, “Políticas de ordenación del comercio interior”)
 3. LIBERALIZACIÓN DEL MERCADO DE CAPITALES
· Hasta los años 70. La situación del sistema financiero español hasta los años 70 viene marcada por un fuerte intervencionismo:
1. Férreo control de los tipos de interés (tanto de los activos como de los pasivos).

· Las autoridades solían mantener unos tipos bajos, tanto para los activos como para los pasivos: i) tipos bajos en los activos: para estimular la inversión; y ii) tipos bajos en los pasivos: para asegurar márgenes razonables a las entidades. 

2. Coeficientes de inversión obligatoria.
3. Controles a la apertura de oficinas.

· Pactos de la Moncloa de 1977: se permite la entrada (con condiciones) de la banca extranjera en España y se liberalizan parcialmente los tipos de interés.

· 1982-1985:

1. Homogeneización para todas las entidades (cajas y bancos) de los coeficientes de inversión obligatoria
 y de los coeficientes de garantías
.

2. Libertad de apertura de oficinas. 

· 1986-1991:

1. Liberalización total de los tipos de interés desde 1987 (que dio lugar a una guerra del pasivo).

2. Eliminación de los coeficientes de inversión obligatoria en 1992.

3. Reducción progresiva del coeficiente de caja: del 17% en 1986 al 2% en 1992
.

· Desde entonces, la liberalización del mercado de capitales se ha completado con numerosas directivas (p.ej. Directiva de Mercados e Instrumentos Financieros que introduce el concepto de “pasaporte único” –que permite a las empresas de inversión operar en cualquier país comunitario cuando cumplan con los requisitos de un solo Estado miembro–).

 4. LIBERALIZACIÓN DEL MERCADO DE TRABAJO
· Hasta 1977, seguía vigente Ley Básica del Trabajo de 1939, que limitaba la capacidad de ajuste de las empresas ante las variaciones cíclicas de la actividad, al establecer un marco de relaciones laborales corporativista, en el que se prohibían los derechos básicos de los trabajadores a cambio de garantizar la estabilidad en el empleo.
· Pactos de la Moncloa de 1977: se permite la contratación temporal de parados y de jóvenes que no hayan trabajado nunca, el despido, y la asociación sindical.
· Estatuto de los trabajadores de 1980. El Estatuto de los Trabajadores de 1980 culmina la reforma de los Pactos de La Moncloa, permitiendo el ajuste de la plantilla y la negociación colectiva. 

· Reforma del Estatuto de los Trabajadores de 1984: se reforma el Estatuto de los Trabajadores, introduciendo los contratos temporales, los contratos en prácticas, y los contratos para la formación.

· Reforma de 1997 (ver tema 28-A).

· Reforma de 2012 (ver tema 16-A).

 5. LIBERALIZACIÓN DEL SECTOR INMOBILIARIO
Alquileres

· Decreto Boyer de 1985. Liberaliza las rentas de los alquileres de los nuevos contratos y suprime la prórroga forzosa de arrendamientos.
· Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994. Modera el Decreto Boyer estableciendo una prórroga forzosa de 5 años y una revalorización del alquiler conforme al IPC.
· Ley de Fomento del Alquiler y de la Eficiencia Energética de 2009. Refuerza los derechos del arrendador agilizando los trámites de desahucio y ampliando las situaciones en las que no procede la prórroga del contrato.

· Ley de Medidas de Flexibilización y Fomento del Alquiler de 2013. Se vuelven a reforzar de nuevo los derechos del arrendador, agilizando aún más los trámites de desahucio y reduciendo la prórroga forzosa de 5 a 3 años.
Suelo

· Ley del Suelo de 1998. Su objetivo principal era aumentar la oferta de suelo y, con ello, reducir el precio del suelo y de la vivienda. Así, establece el carácter subsidiario del suelo urbanizable, de forma que se pasa a calificar como urbanizable todo aquel suelo que no fuese ni rústico ni urbanizado.

 6. LIBERALIZACIÓN DEL SECTOR SERVICIOS
(tema 10-A, “4. Liberalización del sector”)
 7. Política de promoción y defensa de la competencia: la CNMC
 7.1. Justificación
· Las políticas de liberalización que hemos visto hasta ahora tienen como objetivo fundamental fomentar la competencia en los mercados, pues, como mencionábamos en la introducción, los beneficios en la sociedad de una mayor competencia están bien documentados en la literatura económica.
· No obstante, como decíamos, la liberalización es condición necesaria pero no suficiente para que se dé competencia en los mercados. De ahí que la política de liberalización deba acompañarse de una política de promoción y defensa de la competencia.
En efecto, la política de liberalización no garantiza por sí misma la competencia efectiva, pues sólo elimina un cierto tipo de barreras (las regulatorias), pero hay otros factores que pueden seguir obstaculizando la competencia en la práctica (comportamientos estratégicos, acceso privilegiado a una tecnología, etc.).

 7.2. Marco legislativo
· 1963: Ley de represión de prácticas restrictivas de la competencia. Se trata de la primera ley en este ámbito, pero apenas se aplicará en la práctica.
· 1986: adopción de la política de competencia comunitaria tras la adhesión a la CEE. No obstante, la política de la competencia comunitaria sólo es aplicable cuando afecte a los intercambios comunitarios. Por ello, se hace necesario desarrollar una política propia de defensa de la competencia que garantice un nivel de competencia adecuado en el mercado nacional.
· 1989: Ley de defensa de la competencia, que sustituye a la de 1963.

· 1999: Sentencia del Tribunal Constitucional que reconoce a las Comunidades Autónomas competencias en prácticas anticompetitivas que afecten sólo a su ámbito territorial.

· 2002: Ley de coordinación de competencias del Estado y de las CCAA en materia de competencia.
· 2007: Ley de defensa de la competencia, que sustituye a la de 1989, y que imita a la regulación comunitaria.
 7.3. Marco institucional
· Dos hitos: 2007 y 2013:
· Hasta 2007:

a. Servicio de Defensa de la Competencia, adscrito al Ministerio de Economía, como órgano instructor.

b. Tribunal de Defensa de la Competencia, creado por la Ley de 1963, como órgano decisorio.

· Desde 2007 hasta 2013: Comisión Nacional de la Competencia.

Funciones. Aglutinó las funciones del Servicio y del Tribunal de Defensa de la Competencia, de manera que instruía y resolvía.
Dependencia orgánica. Estaba adscrita al Ministerio de Economía.
Composición. Estaba formada por el Presidente y por 6 consejeros.

· Desde 2013
: Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Origen. En 2013 se crea la CNMC, que integra a la Comisión Nacional de la Competencia y a 6 reguladores sectoriales:

1. Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones (creada en 1996 por un Real Decreto-Ley que sería convalidado por la Ley de Liberalización de las Telecomunicaciones en 1997).

2. Comisión Nacional de la Energía (creada en 1998 por la Ley del Sector de Hidrocarburos).

3. Comité de Regulación Ferroviaria (2003).

4. Consejo Estatal de Medios Audiovisuales (2010).

5. Comisión Nacional del Sector Postal (2010).

6. Comisión de Regulación Económica Aeroportuaria (2011).
· La aparición de una pluralidad de organismos reguladores obedeció a la liberalización de las industrias de red, el fin de los monopolios estatales y la necesidad de adaptación a la normativa europea.

· De esta manera, los únicos organismos reguladores que no se integran en la CNMC son el regulador bancario (Banco de España), el regulador de valores (CNMV) y el regulador de seguros (Dirección General de Seguros).

Justificación. La integración del organismo de defensa de la competencia y de los organismos reguladores que veíamos se justificó en:

1. Garantizar la seguridad jurídica, de modo que se eliminase la incertidumbre regulatoria (i.e. que las actuaciones aprobadas por el regulador sectorial luego no fuesen aprobadas por la autoridad de competencia).

2. Conseguir una visión integrada en la regulación de los diferentes sectores.

3. Evitar duplicidades (disminución del número de consejeros, plantilla, sedes, etc.). 

Composición: 10 consejeros nombrados por el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Economía y Competitividad, previa comparecencia de la persona propuesta ante la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados. Su mandato es de 6 años no renovables y están sometidos a un estricto régimen de incompatibilidades.
Estructura: Consejo, que puede actuar en Pleno o en Sala. Al Pleno se reservan los asuntos más complejos en los que es necesario unificar criterios.
· Existen 2 Salas: Sala de Competencia y Sala de Supervisión Regulatoria.

· Además, la CNMC tiene 4 direcciones de instrucción:

1. Competencia.

2. Energía.

3. Telecomunicaciones y Sector Audiovisual.

4. Transportes y Sector Postal.

· Propuesta de reforma. En la actualidad, se está debatiendo entre los grupos políticos la división de la CNMC en dos entes: una autoridad de defensa de la competencia y una autoridad de regulación de los mercados, cada una con 6 consejeros independientes.

 7.4. Aplicación de la promoción y defensa de la competencia  
· En la política de defensa de la competencia, vamos a ver las conductas prohibidas (conductas colusorias y abuso de posición dominante), las concentraciones económicas, y las ayudas públicas:
a. Conductas prohibidas. La Ley de Defensa de la Competencia de 2007 considera conductas prohibidas las conductas colusorias y el abuso de posición dominante.
a.1. Conductas colusorias: acciones entre dos o más empresas que impiden la competencia en un mercado.
· El propio art. 1.1 recoge una lista ejemplificativa de lo que podría considerarse colusión:

1. Acordar precios y otras condiciones de transacción.

2. Limitar o controlar la producción, la distribución, o las inversiones.

3. Repartirse los mercados o las fuentes de aprovisionamiento.

4. Aplicar condiciones desiguales para prestaciones equivalentes que coloquen a unos competidores en situación desventajosa frente a otros.

5. Subordinar la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza, no guarden ninguna relación con el objeto de dichos contratos.

· No obstante, se exceptúan aquellas acciones que:

1. Contribuyan a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o económico, y

2. Redunden en un beneficio para los consumidores, y

3. Sean imprescindibles para alcanzar estos objetivos (i.e. no haya otro medio), y

4. No eliminen de manera sustancial la competencia.

· La Ley prevé, como la legislación comunitaria, un programa de clemencia, que es un sistema que ofrece inmunidad total o reducción de multas a cambio de evidencias sobre prácticas colusorias.
a.2. Abuso de posición dominante.
· La Ley no prohíbe la existencia de una posición de dominio (pues la empresa la puede haber obtenido por sus propios méritos), sino el uso anticompetitivo de dicha posición dominante. 

· Básicamente, el abuso de posición dominante es muy similar a las prácticas colusorias, con la diferencia de que en este caso el poder económico del operador le permite realizar la práctica anticompetitiva sin necesidad de coordinarse con otros agentes.

· Algunos ejemplos de abusos de posición dominante son:

1. Precios predatorios (dumping temporal).

2. Acuerdos de marca única (p.ej. un proveedor prohíbe a sus clientes comprar bienes de sus competidores).

· A diferencia de lo que ocurre con las prácticas colusorias, para el abuso de posición dominante no se prevé ninguna excepción, ya que se considera que este tipo de actuaciones no reportan ganancias de eficiencia ni actúan en beneficio de los consumidores.

En caso de infracción, la CNMC podrá imponer sanciones (que pueden llegar hasta el 10% de la cifra de negocio de los infractores en caso de sanciones muy graves).

· En 2016
, la CNMC impuso multas por valor de 248 M€, frente a los 627 M€ de 2015.

· La multa más elevada en 2016 fue de 128 M€ a fabricantes de pañales para adultos por formar un cártel, mientras que la más alta de la historia de la CNMC fue en 2015 de 171 M€ a fabricantes y distribuidores de automóviles.

b. Concentraciones económicas.

Se exige notificación obligatoria previa a la CNMC de todas aquellas operaciones de concentración en las que concurra alguna de las siguientes características:
1. La cuota de mercado resultante sea igual o superior al 30%.

2. La cifra de negocios conjunta supere los 240 M€ y la cifra de negocios de al menos 2 de los participantes supere los 60 M€.

Procedimiento:

· Primera fase. Tras recibir la notificación, la CNMC dispone de 1 mes para analizar la operación de concentración económica, y decidir si la autoriza, si la autoriza con condiciones, o si lleva a cabo un análisis más exhaustivo.

· Segunda fase. Si, tras el primer análisis, la CNMC decide llevar a cabo un análisis más exhaustivo, dispondrá de 2 meses para llevar a cabo éste. En ese período, hace pública la concentración y abre un plazo de alegaciones. Tras ello, decide si autoriza la concentración, si la autoriza con condiciones, o si la prohíbe.

· No obstante, tanto en el caso de aprobación con condiciones como en el de la prohibición, el Consejo de Ministros puede autorizar la concentración (incluso sin condiciones), siempre y cuando el cambio de decisión esté motivado por razones de interés general distintas de la defensa de la competencia.
c. Ayudas públicas. El art. 11 de la Ley señala que la CNMC, de oficio o a instancia de las Administraciones Públicas, podrá analizar los criterios de concesión de las ayudas públicas en relación con sus posibles efectos sobre el mantenimiento de la competencia efectiva en los mercados.
· Lo que hemos visto hasta ahora en este sub-apartado es la política de defensa de la competencia, que es una actuación reactiva, ex post. Pero, además, la CNMC está facultada para llevar a cabo una actuación pro-activa, ex ante. Es lo que se conoce como promoción de la competencia, y consiste en elaborar propuestas dirigidas a las Administraciones Públicas para modificar/suprimir restricciones a la competencia que se deriven de sus actuaciones. 
 CONCLUSIONES
� Estas medidas se deben en gran parte a la presión ejercida por los grupos empresariales ante el aumento de la competencia exterior. También tuvieron un carácter estratégico: en previsión de las rebajas que tendrían que hacerse al adherirse al GATT, España subió los aranceles.


� En 10 años, las exportaciones españolas a los países miembros de la CEE se doblaron. Además, el peso de las exportaciones españolas a la CEE pasó del 35% al 50%.


Por su parte, el peso de las importaciones españolas procedentes de la CEE se mantuvo estable en torno al 33% (pues la CEE apenas aportaba a España energía, que ya tenía un peso muy importante en el mix importador español). 


� El coeficiente de inversión obligatoria es el porcentaje de activos que un banco debía dedicar a financiar determinadas actividades que las autoridades económicas consideran importante potenciar: créditos a la exportación, compra de deuda pública, etc. 


� El coeficiente de garantía es la proporción de los activos que los bancos debían mantener para hacer frente a posibles insolvencias. 


� Como dicha reducción hubiera supuesto un aumento brusco de liquidez, el Banco de España obligó a destinar una parte de ese capital liberado a la compra de certificados suyos (remunerados al 6% y que desaparecerían en el año 2000).





�https://www.cnmc.es/sobre-la-cnmc/que-es-la-cnmc#estructura


�"El supervisor único impone multas..."
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